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CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN  SEGUNDA

SUBSECCIÓN B

CONSEJERO PONENTE: DR. VÍCTOR HERNANDO ALVARADO ARDILA

Bogotá D. C., seis (6) de septiembre de dos mil doce (2012).

REF: EXPEDIENTE No. 050012331000200204037 01-

NÚMERO INTERNO: 0954-2012-

ACTORA: BEATRIZ ELENA RESTREPO ESTRADA- 
AUTORIDADES MUNICIPALES-

Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante contra la sentencia de 25 de octubre de 2011, por la cual el Tribunal Contencioso Administrativo de Antioquia, se declaró inhibido para realizar un pronunciamiento de fondo respecto de la demanda formulada por Beatriz Elena Restrepo Estrada contra el Municipio de Medellín – Fondo Metropolitano de Seguridad. METROSEGURIDAD.
LA DEMANDA
BEATRIZ ELENA RESTREPO ESTRADA, en ejercicio de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho consagrada en el artículo 85 del C.C.A., solicitó al Tribunal Contencioso Administrativo de Antioqua declarar la nulidad del siguiente acto administrativo:

· Resolución No. 220 de 29 de mayo de 2002, por medio del cual el Gerente General de la Empresa Metropolitana para la Seguridad, Metroseguridad, suprimió el cargo de Profesional Universitario Analista de Control Interno que venía desempeñando al señora Beatriz Elena Restrepo Estrada.

Como consecuencia de la anterior declaración, a título de restablecimiento del derecho, solicitó:

· Reintegrarla al cargo que venía desempeñando para la fecha de la desvinculación ó a otro similar ó equivalente, declarando que no ha existido solución de continuidad.
· Pagarle los salarios y prestaciones sociales con sus respectivos aumentos dejados de percibir desde la fecha de su retiro hasta el día en que se haga efectivo el reintegro.
· Efectuar el pago de los aportes al Sistema de Seguridad Social dejados de cancelar durante el tiempo en que permanezca desvinculada.
· Declararle ultra y extra petita, todos los derechos que aparezcan probados en el curso del proceso.
· Dar cumplimiento a la sentencia en los términos de los artículos 177 y 178 del C.C.A.
· Pagar las costas procesales y las agencias en derecho.
Sustentó sus pretensiones en los siguientes hechos:

La Empresa Metropolitana para la Seguridad, Metroseguridad, fue creada por medio del Acuerdo No. 25 de 7 de diciembre de 1982 como un establecimiento público vinculado a la Administración del Municipio de Medellín, inicialmente, bajo la denominación de Fondo Metropolitano de Seguridad, Metroseguridad, y después, como consecuencia de la transformación que dispuso el Decreto No. 178 de 20 de febrero de 2002 pasó a ser una Empresa Industrial y Comercial del Estado del orden Municipal. Bajo este presupuesto se podría afirmar que, efectivamente no existió solución de continuidad en la relación laboral de empleadores.
Señaló que ella, Beatriz Elena Restrepo Estrada, se vinculó al Fondo Metropolitano desde el 1996 como supernumeraria, luego, como consecuencia del concurso de méritos, asumió el cargo de Analista de Control Interno el cual pasó a denominarse Profesional Universitario Analista de Control Interno, lo anterior,  como consecuencia de las exigencias del Decreto Ley 1569 de 1998.
Por otra parte, mediante Resoluciones Nos. 001 y 002 de 22 de abril de 2002 la Junta Directiva del ente demandado modificó su planta de personal y sus manuales de funciones adaptándolos al Decreto Municipal No. 178 de 20 de febrero de 2002, “por medio de la cual se transformó el establecimiento público a Empresa Industrial y Comercial del Estado”. En virtud de esta actuación, el Gerente General no solamente emitió la Resolución No. 220 de 29 de mayo de 2002, sino también, el Oficio por medio del cual fue informada que el cargo que venía ejerciendo había sido suprimido.

De acuerdo con la Ley 443 de 1998, para modificar las plantas de personal se requiere, además de la necesidad del servicio o de razones que propendan la modernización de la institución, de un estudio técnico que así lo demuestre. En ese sentido aseguró, que la entidad realizó dicha exigencia sin que fuera objeto de análisis el cargo de Profesional Universitario Analista de Control Interno, por lo que no existe entonces fundamento alguno como para expedir el acto cuestionado; es más, en ninguna parte de las Resoluciones Nos. 01 y 02 ambas de la Junta Directiva de Metroseguridad, se estipuló algo respecto de dicho cargo, por lo cual debe entenderse que no existió supresión efectiva del empleo.
Otro de los aspectos que consideró relevantes, es que el estudio técnico tampoco se ajustó a las exigencias del artículo 154 del Decreto 1572 de 1998, específicamente a los análisis de los aspectos técnico misionales y de apoyo, la evaluación de la prestación de los servicios y la evaluación de las funciones asignadas, perfiles y las cargas de trabajo de los empleos, todo lo contrario, se limitó a efectuar comparativos económico – presupuestales.
Anotó, que el 30 de mayo de 2002 le solicitó al Gerente General que fuera reubicada en un cargo equivalente, sin embargo, a la fecha no ha recibo respuesta alguna.
LAS NORMAS VIOLADAS Y SU CONCEPTO DE VIOLACIÓN

De la Constitución Política, los artículos 1, 25, 29, 53, 152, 209 y 313 numerales 3 y 6.
La Ley 136 de 1994.

De la Ley 443 de 1998, los artículos 39, 40 y 41.
De la Ley 617 de 2000, el artículo 68.

Del Decreto Ley 1568 de 1998, el artículo 47.

Del Decreto 1572 de 1998, los artículos 136, 148, 154 y 159.

La demandante consideró que el acto acusado está viciado de nulidad, por las siguientes causales:
i. Falsa motivación:
Porque los motivos que se expresaron al momento de suprimir el cargo que venía ocupando, ni corresponden a la realidad ni mucho menos fueron la conclusión de un estudio técnico, de hecho lo que existió, fue un cambio de denominación en el empleo y su naturaleza.
ii. Desviación de poder.
Al no fundamentarse la supresión en una conclusión que determinara el estudio técnico, se puede deducir que el acto cuestionado no fue proferido para mejorar el servicio sino que existieron motivos diferentes, tan es así, que la entidad no fijó algunos criterios de retiro.
iii. Expedición irregular.

Al respecto consideró, que el artículo 41 de la Ley 443 de 1998 exige para la supresión de un cargo de carrera administrativa, que exista previamente un estudio técnico que recomiende la restructuración; sin embargo, en el presente caso, dicho estudio no recomendó la supresión del cargo de Profesional Universitario Analista de Control Interno.
Además, la facultades pro-tempore que le fueron otorgadas al Alcalde de Medellín en los Acuerdos Nos. 03 y 42 de 2001, estuvieron encaminadas para “suprimir o fusionar entidades descentralizadas del orden municipal” y “determinar la estructura de la administración central y descentralizada” entre otros, pero no, para transformar establecimientos públicos en Empresas Industriales y Comerciales del Estado del orden municipal.
Es decir, el Burgomaestre por medio del Decreto No. 178 de 2002, usurpó competencias exclusivas del Concejo Municipal, y adicionalmente, no respetó la estabilidad que disfruta por estar en carrera administrativa.
Sobre el particular agregó, que se desconoció el derecho fundamental al trabajo como quiera que la restructuración pretendió fue desvincular a unos funcionarios sin sustento alguno, es más, para efectuar cualquier modificación a la planta de personal, se debe respetar la dignidad de los trabajadores, su estabilidad y sus derechos irrenunciables. 
De otro lado, tampoco se cumplió con lo establecido por el artículo 68 de la Ley 617 de 2000
, ni mucho menos, con el artículo 154 del Decreto 1572 de 1998
.
CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA

La Empresa Metropolitana para la Seguridad, “resultante de la Transformación del FONDO METROPOLITANO DE SEGURIDAD” contestó la demanda formulada por la señora Beatriz Elena Restrepo Estrada, oponiéndose a las pretensiones, por las siguientes razones (folios 53 a 68):

No se puede considerar que se ha violentado el derecho al trabajo a la demandante, cuando la Corte Constitucional ha establecido que los derechos son de carácter relativo, tan es así, que le es imposible para el Estado garantizarlo en los términos que pretende.
Tampoco se puede afirmar que la salida de las personas, como consecuencia de la restructuración, fue de manera caprichosa, ya que la Junta Directiva atendió el estudio técnico que además proyectó la nueva planta de personal según los perfiles requeridos y las necesidades del servicio.

Sobre dicho estudio advirtió que, éste cumple con los requerimientos exigidos por el artículo 154 del Decreto 1572 de 1998, y además, que no le corresponde al ente acusado probar “la bondad” del mismo, cuando al fin y al cabo es deber de la actora destruir tanto la presunción de legalidad como demostrar la falta de idoneidad del personal que lo realizó.

Agregó, que si en gracia de discusión se accediera a las pretensiones, lo cierto es que es imposible restituirla, por cuanto el cargo se encuentra suprimido.
Por último advirtió, que el acto de supresión no fue demandado, pues fue la Junta Directiva quien dispuso suprimir el cargo que ejercía la actora, por lo que entonces, la decisión del Gerente es un acto de mera ejecución, en otras palabras, “si se probara que contrarios a derecho los actos acusados, esa tarea sería inane para las pretensiones, puesto que mantendría su vigencia la Resolución 01 de la Junta Directiva que suprimió el cargo”.
· Por su parte el Municipio de Medellín, dentro de la oportunidad legal, contestó el libeló introductorio indicando los siguiente (folios 635 a 644)

La Empresa Metropolitana para la Seguridad, Metroseguridad, es una Empresa Industrial y Comercial del Estado con personería jurídica y dotada de autonomía administrativa, financiera y patrimonio propio, quiere decir entonces, que al ser un ente independiente, debe prosperar la falta de legitimidad en la causa por pasiva.
Adicionalmente, se debe considerar que el acto acusado fue expedido de conformidad con las normas constitucionales y legales, de hecho, el Concejo de Medellín le otorgó facultades al Alcalde, mediante los Acuerdos Nos. 03 de 11 de marzo y 42 de 20 de noviembre de 2001, tanto para crear, como para suprimir y fusionar entidades descentralizadas.

Finalmente propuso las siguientes excepciones: i) ineptitud sustantiva de la demanda, por cuanto no sólo era necesario demandar la Resolución no. 227 de 29 de mayo de 2002, sino que también, el Decreto 178 de 20 de febrero de 2002, los Acuerdos Municipales Nos. 03 de 11 de marzo y 42 de 20 de noviembre de 2001 y las Resoluciones Nos. 001 y 002 de 22 de abril de 2002 proferidas por la Junta Directiva de la Empresa Metropolitana de Seguridad; ii) falta de legitimación en la causa por pasiva del Municipio de Medellín, ya que METROSEGURIDAD es una Empresa independiente y en ese sentido es ésta quien debe responder; iii) falta de causa para pedir, pues no existe justificación legal que permita la continuidad en el servicio de la demandante; iv) compensación, “con cualquier suma de dinero recibida por el demandante (sic)”; y, v) la genérica, es decir cualquier otra que se logre probar en el presente caso.

LA SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA

El Tribunal Contencioso Administrativo de Antioquia, mediante sentencia de 25 de octubre de 2011, se declaró inhibido para realizar un pronunciamiento de fondo, por ineptitud sustantiva de la demanda. Lo anterior con fundamento en los siguientes argumentos (folios 702 a 707 Vto.):

Al momento en que desarrolló el A – quo la excepción de falta de legitimación en la causa por pasiva invocada por el Municipio de Medellín indicó que, tiene vocación de prosperidad, como quiera que el acto acusado fue proferido por el Gerente General de “Metrosalud” (sic, debió decir Metroseguridad), por lo tanto es ésta entidad quien es la única legitimada para responder por sus actuaciones.
En cuanto a la excepción de ineptitud sustantiva de la demanda, inicialmente adelantó un recuento de todos los actos que fueron proferidos para adelantar la restructuración, entre ellos, la Resolución No. 001 de 2002 por la cual de la Junta Directiva de METROSEGURIDAD estableció la estructura administrativa de la entidad, sin que dentro de éste estuviese el de Analista de Control Interno, lo cual implica que el cargo fue suprimido en dicho acto.

Bajo esta consideración, no se puede creer que el acto que suprimió el cargo de Analista de Control Interno fue la Resolución No. 220 de 29 de mayo de 2002, pues lo cierto es que este acto fue proferido en aras a dar cumplimiento a lo dispuesto en la Resolución No. 01 de 2002.

Este pronunciamiento lo fundamentó, básicamente con una sentencia de esta Corporación
, en la que se dejó por sentado que es obligatorio impugnar tanto el acto de carácter particular como el general, máxime cuando este último crea, modifica, o extingue situaciones jurídicas para el administrado, es decir, afecta de manera directa su relación laboral.
EL RECURSO DE APELACIÓN

La parte demandante interpuso recurso de apelación en contra de la decisión del A – quo, solicitando se revoque la sentencia impugnada y en su lugar proferir un pronunciamiento de fondo acogiendo las suplicas de la demanda, con fundamento en lo siguiente (folios 709 a 713):

La Resolución No. 001 de 2002, es un acto de carácter general, que si bien procesalmente puede ser objeto de acción de simple nulidad, lo cierto es que no se puede considerar como  susceptible de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, por cuanto “conllevaría una impropiedad de técnica jurídica, que lógicamente, si daría al traste con el ejercicio de esa acción ya que vistosamente podría decirse que no se utilizó la acción adecuada para debatir el acto administrativo”. En otras palabras, demandar dicho acto es equivalente a desconocer sus derechos laborales.
Adicionalmente afirmó, que el A – quo no estudió las causales de anulación que oportunamente invocó en contra de la Resolución No. 220 de 29 de 2002, incluso al despachar la demanda, desconoció el precedente de la Corte Constitucional, específicamente, respecto del “PRINCIPIO DE RAZÓN SUFICIENTE”, según el cual la administración debe demostrar que con la supresión se mejoró el servicio.
Señaló, que el acto cuestionado es el que realmente definió su situación dentro de la Empresa de Seguridad Metropolitana de Seguridad, pues fue éste el que le precisó de manera particular y concreta, que su cargo había sido suprimido.

En su sentir, demandar la Resolución No. 001 de 2002 es como sostener que el Gerente General del ente demandado invadió una competencia que no le corresponde, y además, “que no es posible jurídico- procesalmente que se vaya a demandar en el ejercicio de esta acción subjetiva, el ejercicio de la acción objetiva que comporta la demanda en contra de un acto administrativo de carácter general, cuya acción es diferente de la que se debe ejercitar en el caso de una demanda en contra de un acto de carácter particular y concreto”.
Tampoco se puede considerar que existió inepta demanda, en el entendido en que “no se puede técnicamente ejercitar en esta demanda, y menos aún cuando esas normas solo se citaron y se aportaron con el ánimo probatorio para demostrar que el acto impugnado no tiene fundamentación jurídica”
 Como no se observa causal de nulidad que invalide lo actuado, procede la Sala a decidir previas las siguientes,

CONSIDERACIONES 

Antes de abordar el asunto de fondo por resolver, esta Sala considera oportuno precisar la materia objeto de análisis, de cara a lo decidido por el Tribunal y a las pretensiones de la demanda.
Al respecto, y debido a la naturaleza del asunto, se debe indicar que los procesos de supresión de cargos y/o de restructuración de las Entidades Públicas, suponen un trámite que debe ceñirse a las disposiciones constitucionales, legales y reglamentarias que establecen la competencia, requisitos, etapas y formalidades  a los que están supeditados. Dichos procesos, debido a su naturaleza y a los derechos laborales que se encuentran de por medio son bastante complejos y, con ocasión de los mismos se profieren actos administrativos de diversa índole: generales e individuales, y de trámite, definitivos  y de ejecución.

De hecho, existen múltiples y variadas clasificaciones de los actos administrativos, como aquella que los diferencia según sus destinatarios. Así, se alude a los actos singulares (individuales o concretos) que tienen efectos respecto de una o varias personas determinadas y a los actos generales, cuando los destinatarios son indeterminados y su contenido es abstracto
. En nuestro ordenamiento jurídico, esa clasificación incide en la procedencia de la acción contenciosa. 
Por otra parte, se encuentra la distinción entre los “actos resolutorios (definitivos)” y  los de “trámite” la cual se origina en el procedimiento administrativo para su expedición: mientras que los actos de trámite son aquellos que se profieren en el curso de la actuación administrativa, le dan impulso y agotan cada una de sus etapas, siendo necesarios para  llegar  a la decisión; los actos definitivos son los que resuelven de fondo la cuestión, y con los cuales se concluye o finaliza el trámite. 
Establecido lo anterior, la Sala encuentra que el Tribunal de primera instancia, determinó que fue la Resolución No. 001 de 2002
 la que definió la situación laboral de la demandante, ya que al momento en que se estableció la estructura administrativa y se adoptó la planta de cargos de la Empresa Metropolitana de Seguridad, Metroseguridad, no fue incluido el cargo que venía ejerciendo, por lo cual concluyó, que dicho acto tenía que ser demandado ante esta Jurisdicción. 

Sin embargo, la Sala se aparta de tal consideración, pues resulta evidente que la Resolución No. 220 de 29 de mayo de 2002
, es un acto administrativo definitivo, por cuanto además de suprimir el cargo de Profesional Universitario Analista de Control Interno, indicó de manera clara, a quien se le extinguiría la relación laboral, en este caso, a la señora Beatriz Elena Restrepo Estrada. 
En efecto, nótese como a través del citado acto, el Gerente General, en uso de las facultades otorgadas, precisamente, por la Resolución No. 001 de 2002, dio por terminado el nombramiento en propiedad del empleo que venía desempeñando la demandante, es decir, fue el que en realidad le produjo efectos jurídicos. 
De acuerdo con lo expuesto, la Sala considera que en el presente caso, no se configura la ineptitud de la demanda por la falta del presupuesto procesal ya señalado. Por consiguiente, se procederá a efectuar un pronunciamiento de fondo.
Problema jurídico
Teniendo en cuenta la anterior precisión, entonces, el problema jurídico por resolver se contrae a determinar la legalidad del retiro, por supresión de cargo, de la señora Beatriz Elena Restrepo Estrada. 
Para ello deberá establecerse, fundamentalmente, si el proceso de restructuración estuvo precedido de un verdadero estudio técnico, ó si por el contrario, la desvinculación de la actora obedeció a razones distintas a las del mejoramiento del servicio. De no prosperar dicho cargo, la Sala deberá abordar el análisis de legalidad al amparo de las demás causales invocadas por la actora. 

Con dicho objeto, la Sala precisa los siguientes aspectos de orden fáctico y jurídico:

Vinculación laboral
· Por medio de la Resolución No. 417 de 29 de noviembre de 1996, el Director Ejecutivo del Fondo Metropolitano de Seguridad, Metroseguridad nombró a la señora Beatriz Elena Restrepo Estrada en el cargo de Supernumerario, Categoría 7A de la Unidad de Proyectos Tecnológicos de METROSEGURIDAD (folio 15 y 16).  
· Por medio de la Resolución No. 00048 de 15 de abril de 1998, la misma autoridad administrativa, nombró, entre otros, a la demandante en el cargo de Analista de Control Interno, Categoría 16A (folio 13). De dicho cargo tomó posesión el mismo día mediante Acta No. 06 de 15 de abril de 1998 (folio 21).
· De conformidad con la certificación suscrita por la Secretaria de la Comisión Departamental del Servicio Civil, obrante a folio 14, se evidencia que la actora fue anotada el 1º de octubre de 1998 en el registro público de empleados de carrera administrativa en el cargo de Analista de Control Interno de METROSEGURIDAD.
Del proceso de supresión.

· A través de la Resolución No. 001 de 22 de abril de 2002, la Junta Directiva de la Empresa Metropolitana para la Seguridad, además de establecer la Estructura Administrativa del ente demandado, determinó las funciones de sus dependencias y se adoptó la planta de cargos. Veamos lo que señaló su parte considerativa (folios 39 y 40):
“Que mediante Decreto No. 178 de 2002 el Fondo Metropolitano de Seguridad METROSEGURIDAD fue transformado en la Empresa Industrial y Comercial del orden Municipal denominándosele como Empresa Metropolitana de Seguridad METROSEGURIDAD.

Que la Empresa Metropolitana para la Seguridad –METROSEGURIDAD- elaboró los estudios técnicos de que tratan los artículos 41 de la ley 443 de 1998 y 148 del decreto 1572 de 1998, modificado por el Decreto 2504 de 1998, para efectos de modificar la planta de personal.

Que cuenta con el Certificado de Viabilidad Presupuestal expedido por la Subdirección Financiera y de Planeación el día 17 de abril de 2002.
Que el Estudio Técnico concluyó:

· Que gran parte de los recursos destinados al logro de los objetivos corporativos está subutilizada, la naturaleza jurídica de la empresa y su distribución organizacional le impiden optimizar el aprovechamiento de los recursos para general ingresos que la orienten hacía la autosostenibilidad.

· (…)”

· Posteriormente, la misma autoridad administrativa, profirió la Resolución No. 002 de 22 de abril de 2002, por la cual adoptó el Manual de Funciones y Requisitos para los cargos de las diferentes unidades administrativas del ente demandado (folios 40 Adv. a 51).
· A su turno el Gerente General de la Empresa Metropolitana para la Seguridad, METROSEGURIDAD mediante Resolución No. 220 de 29 de mayo de 2002, resolvió suprimir de la planta de cargos el cargo de Profesional Universitario Analista de Control Interno, Código 34016, Categoría 16A, desempeñado por la señora Beatriz Elena Restrepo Estrada. Para el efecto dispuso (folios 3 y 4):
“a. Que el artículo 125 de la Constitución Política establece la carrera Administrativa como regla general, aplicable a todos los organismos y entidades del Estado y regula aspectos tales como; Ingreso y Retiro; precepto constitucional que se encuentra desarrollado por la ley 443 de 1998 y sus decretos reglamentarios 1567, 1568, 1570, 1571, 1572 de 1998.

b. Que la supresión de cargos en el sector público es un mecanismo de administración de personal que cubre tanto empleados de carrera administrativa, como a los de libre nombramiento y remoción, mediante la cual la autoridad competente procede a eliminar de su planta de personal uno o varios cargos o plazas.

c. Que es atribución de la Junta Directiva, crear, suprimir o fusionar los empleos de las dependencias de la Empresa.
d. Que a través de la Resolución de la Junta Directiva número 001 de 2002 se facultó al Gerente General para proferir los actos administrativos necesarios para la implantación de adecuación administrativa.

e. Qué (sic) es requisito indispensable contar con la viabilidad y disponibilidad presupuestal, antes de cualquier modificación de la planta de personal, que implique afectación del presupuesto, para los cuenta con el certificado de disponibilidad presupuestal número 11010251020300/1102025200300 del 9 de mayo de 2002”

· Finalmente, la Secretaria General de METROSEGURIDAD, le comunicó, mediante Oficio de 29 de mayo de 2002, a la demandante que mediante Resolución No. 220 de 2002, se había suprimido de la estructura de la planta de cargos, el cargo que venía desempeñando, y por consiguiente, le brindó el derecho ser reubicada en el transcurso de seis meses en un cargo equivalente (folio 79).
· En vista a que no fue posible la incorporación dentro del término señalado, el Gerente General de la Empresa Metropolitana de Seguridad, Metroseguridad, reconoció por medio de la Resolución No. 00350 de 3 de diciembre de 2002, la suma de $11.201.851 a favor de la demandante por concepto de la indemnización por supresión del cargo (folios 89 y 90).
Otro documento de relevancia en el presente proceso.

A folios 377 – 633 y 657 – 678 se encuentra el estudio técnico denominado “TRANSFORMACIÓN EMPRESARIAL”.

De conformidad con el anterior acervo probatorio, procede la Sala a abordar el fondo del asunto en el siguiente orden: i) De la supresión de cargos; y, ii) Del caso concreto.

i. De la supresión de cargos.

De conformidad con el inciso 1º del artículo 209 de la Constitución Política, la función administrativa debe ejercerse consultando el bien común y el interés general, es decir, persiguiendo los fines propios de un Estado Social de Derecho, en especial los consagrados en el artículo 2 de la misma Carta. Al respecto, reza la citada disposición:

“Artículo 209. La función administrativa está al servicio de los intereses generales y se desarrolla con fundamento en los principios de igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad, mediante la descentralización, la delegación y la desconcentración de funciones.”.

Ahora bien, uno de los mecanismos idóneos en pro de la consecución de una adecuada función administrativa es precisamente la consolidación de la carrera como sistema técnico de administración de personal, que guía no sólo el ingreso al servicio sino también su permanencia y retiro
; garantizándose, además, la estabilidad laboral, a  la luz de los artículos 25, 53 y concordantes de la Constitución Política; la mayor eficiencia y eficacia en la prestación de los servicios a cargo del Estado; y, la igualdad de oportunidades, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 13 y 40 numeral 7º ibídem.

El artículo 2º de la Ley 443 de 1998, por su parte, además de los principios rectores del artículo 209 de la Constitución Política, estableció que la carrera administrativa debe desarrollarse fundamentalmente con base en los principios de igualdad y del mérito, entendiendo por el segundo de ellos que “(...) el acceso a los cargos de carrera,  la permanencia en los mismos y el ascenso estarán determinados por la demostración permanente de las calidades académicas y la experiencia, el buen desempeño laboral y la observancia de buena conducta de los empleados que pertenezcan a la carrera y de los aspirantes a ingresar a ella.”.
Dentro de esta concepción, la supresión de empleos se debe comprender como una causa admisible de retiro del servicio de los empleados del sector público, que encuentra su sustento en la necesidad de adecuar las plantas de personal de las entidades públicas a los requerimientos del servicio. 

Así, cuando se retira a un empleado de la planta de cargos, como consecuencia de una supresión, se hace porque el empleo específico fue suprimido por un acto administrativo, lo que sucede cuando la cantidad de cargos desaparece o disminuye, o en la nueva planta de personal no subsisten empleos con funciones iguales o equivalentes a los cuales pueda incorporarse el funcionario. Así lo ha indicado la Sección Segunda de esta Corporación
:

“Por ello la planta de personal de una entidad puede estipular cargos de igual denominación que no obstante serán diferentes empleos cuando el manual específico les asigne funciones, requisitos y/o responsabilidades distintas; y la supresión del empleo no ocurrirá cuando subsistan en la planta de la entidad igual o superior número de cargos de la misma o distinta denominación, cuando las funciones asignadas, los requisitos y la responsabilidad inherente a dichas funciones sea idéntica. Por el contrario, si el número de cargos se reduce en las mismas condiciones, habrá ocurrido una real supresión de empleos.”.
La Administración, en síntesis, por motivos de interés general ligados a la eficacia y eficiencia de la función pública puede acudir a la supresión de cargos en una entidad, sin que puedan oponérsele los derechos de carrera de los funcionarios, ya que, éstos deberán ceder ante el interés general, como lo dijo la Corte Constitucional en la Sentencia C-370 de 27 de mayo de 1999, M.P. Doctor Carlos Gaviria Díaz:

“No hay duda de que la pertenencia a la carrera administrativa implica para los empleados escalafonados en ella la estabilidad en el empleo, sin embargo, esa sola circunstancia no obliga al Estado a mantener los cargos que éstos ocupan, por siempre y para siempre, pues pueden existir razones y situaciones que justifiquen la supresión de los mismos. La estabilidad, como tantas veces se ha dicho, “no significa que el empleado sea inamovible, como si la Administración estuviese atada de manera irreversible a sostenerlo en el puesto que ocupa aún en los casos de ineficiencia, inmoralidad, indisciplina o paquidermia en el ejercicio de las funciones que le corresponden, pues ello conduciría al desvertebramiento de la función pública y a la corrupción de la carrera administrativa. (...)”

El derecho a la estabilidad, “no impide que la Administración por razones de interés general ligadas a la propia eficacia y eficiencia de la función pública, pueda suprimir determinados cargos, por cuanto ello puede ser necesario para que el Estado cumpla sus cometidos. Por consiguiente, cuando existan motivos de interés general que justifiquen la supresión de cargos en una entidad pública, es legítimo que el Estado lo haga, sin que pueda oponérsele los derechos de carrera de los funcionarios ya que éstos deben ceder ante el interés general.”

Ahora bien, observa la Sala que las normas sobre carrera administrativa reconocen el derecho de los empleados inscritos en el sistema a ser incorporados en los cargos que se mantienen en la nueva planta, bajo determinadas condiciones, o a optar por una indemnización, conforme a lo dispuesto por los artículos 39 de la Ley 443 de 1998 y 137 del Decreto No. 1572 del mismo año. 

Estas opciones, así como el establecimiento normativo de un proceso detallado y riguroso a adelantarse previamente a la toma de decisión de la supresión de cargos en una entidad, han de entenderse como la garantía de los derechos del personal llamado a quedar cesante en procesos en los que el interés general prevalece. 

A su turno, el artículo 41 de la Ley 443 de 1998
, vigente a la fecha en que se efectuó el proceso de reestructuración en la Empresa Metropolitana para la Seguridad, Metroseguridad, reguló la reforma de la planta de personal. Específicamente dispuso: 
“ARTÍCULO 41. Reforma de plantas de personal. Con el fin de garantizar la preservación de los derechos de los empleados de carrera, las reformas de planta de personal de las entidades de la rama ejecutiva de los órdenes nacional y territorial, que impliquen supresión de empleos de carrera, deberán motivarse expresamente; fundarse en necesidades del servicio o en razones de modernización de la administración y basarse en estudios técnicos que así lo demuestren, elaborados por las respectivas entidades, la Escuela Superior de Administración Pública, firmas especializadas en la materia o profesionales en Administración Pública u otras profesiones idóneas, debidamente acreditadas, de acuerdo con la reglamentación que expida el Gobierno Nacional.

Toda modificación a las plantas de personal de las entidades del orden nacional incluidos sin excepción los establecimientos públicos, y las plantas de personal de empleos públicos que formen parte de las empresas industriales y comerciales del Estado, deberá ser aprobada por el Departamento Administrativo de la Función Pública. 

(...)” 

Por otra parte, el Decreto No. 1572 de 1998, reglamentario de la mencionada ley, en su artículo 148 reitera las exigencias contempladas en la norma transcrita, así:  

“ARTÍCULO 148. Las modificaciones a las plantas de personal de las entidades pertenecientes a la Rama Ejecutiva de los órdenes nacional y territorial deberán motivarse expresamente y fundarse en las necesidades del servicio o en razones que propendan por la modernización de la institución, las cuales estarán soportadas en estudios técnicos que así lo demuestren.”.

Ahora bien, el Decreto No. 2504 de 1998, que modificó algunos artículos de la anterior disposición, en el 7º y 9º  dispuso:  

“Artículo 7º. Modifícase el artículo 149 del Decreto 1572 del 5 de agosto de 1998, el cual quedará así:

Artículo 149. Se entiende que la modificación de una planta de personal está fundada en necesidades del servicio o en razones de modernización de la administración, cuando las conclusiones del estudio técnico de la misma deriven en la creación o supresión de empleos con ocasión, entre otros, de:

1. Fusión o supresión de entidades.

2. Cambios en la misión u objeto social o en las funciones generales de la entidad.

3. Traslado de funciones o competencias de un organismo a otro.

4. Supresión, fusión o creación de dependencias o modificación de sus funciones.

5. Mejoramiento o introducción de procesos, producción de bienes o prestación de servicios.

6. Redistribución de funciones y cargas de trabajo.

7. Introducción de cambios tecnológicos.

8. Culminación o cumplimiento de planes, programas o proyectos cuando los perfiles de los empleos involucrados para su ejecución no se ajusten al desarrollo de nuevos planes, programas o proyectos o a las funciones de la entidad.

9. Racionalización del gasto público.

10. Mejoramiento de los niveles de eficacia, eficiencia, economía y celeridad de las entidades públicas.

PARÁGRAFO. Las modificaciones de las plantas a las cuales se refiere este artículo deben realizarse dentro de claros criterios de razonabilidad, proporcionalidad y prevalencia del interés general".

(…)

Artículo  9º.- Modificase el artículo 154 del Decreto 1572 del 5 de agosto de 1998, el cual quedará así:

Artículo 154º.- Los estudios que soportan las modificaciones de las plantas de personal deberán estar basados en metodologías de diseño organizacional y ocupacional que contemplen, dependiendo de la causa que origine la propuesta, alguno o varios de los siguientes aspectos:

1. Análisis de los procesos técnico-misionales y de apoyo. 

2. Evaluación de la prestación de los servicios. 

3. Evaluación de las funciones asignadas, perfiles y las cargas de trabajo de los empleados.". 

De los artículos transcritos se deduce que para la modificación de cualquier planta de personal se debe contar con los estudios técnicos que la justifiquen, pero además de su confección, dichos estudios tienen que estar basados en metodologías de diseño organizacional y ocupacional que contemplen uno o varios de los aspectos consagrados  en el artículo 154 del Decreto No. 1572 de 1998. 

ii. Del caso en concreto.

Alega la parte actora, tres cargos en particular, el primero, que el estudio técnico no se ajusta a la Ley 443 de 1998, el segundo, la falsa motivación que existe en los actos cuestionados, ya que los motivos para desvincular y suprimir el cargos que venía ocupando la demandante no corresponden a la realidad, y por último,  la indebida aplicación de la Ley 617 de 2000.
De cara al anterior planteamiento, se hace necesario arribar uno a uno los cuestionamientos realizados por la parte actora, en el mismo orden.

a. Estudio Técnico

Al respecto, la demandante considera que con la supresión del cargo que venía desempeñando, la entidad demandada incurrió en expedición irregular del acto, por cuanto el Estudio Técnico que sirvió de soporte para proferir el acto demandado no reúne las condiciones exigidas por la Ley. 

Sin embargo, al examinar los requisitos establecidos por el  artículo 154 del Decreto 1572 de 1998, se observa que la Empresa Metropolitana para la Seguridad acató las disposiciones aludidas en el acápite anterior al momento en que expió el acto administrativo acusado, más aún tratándose de la supresión de empleos de Carrera Administrativa como el de la actora, ya que las referidas disposiciones legales exigen la elaboración de un estudio técnico previo como sustento de la reforma a las plantas de personal. 

De hecho, dentro de la adecuación organizacional se establecieron los objetivos, los criterios, el análisis de competencias, la definición de áreas tanto del negocio como de la estructura de procesos y procedimientos, es más, al momento en que se evaluaron las funciones y cargas de trabajo de los empleos se determinó lo siguiente:

“El Diagnostico Organizacional evidenció duplicidad de funciones, ausencia de asesoría en la formulación de políticas, en la formulación de programas de investigación en materias relacionadas con las actividades del sector, en direccionamiento tecnológico de administración de la información, en posicionamiento de la imagen corporativa y en el diseño de modelos de comunicación alternativa que garantices el acceso de la población objeto a los servicios de la entidad.

(…) 

Siendo Metroseguridad la entidad del Municipio de Medellín que debe liderar la investigación y la aprobación de alternativas tecnológicas que apoyen las acciones de los organismos públicos de seguridad, está desgastándose demasiado en labores operativas y de apoyo administrativo, representadas en un 53% de su planta de cargos. La actual Planta de Cargos dedica el 1% al desempeño de funciones de asesoría al Director General en el área de control interno y no dedica ningún porcentaje a las funciones de direccionamiento investigativo y de posicionamiento corporativo.
El tamaño de la empresa y su negocio básico obligan a adoptar una Planta de Cargos más dinámica y con énfasis en la investigación de tecnología de apoyo a los organismos de seguridad y en la sensibilización y divulgación masiva de los servicios hacia la comunidad.

De igual modo, se puede destacar del estudio técnico qué: i) gran parte de los recursos destinados al logro de los objetivos corporativos estaban siendo subutilizados; ii) la naturaleza jurídica de la empresa y su distribución organizacional le impiden generar ingresos; iii) la estructura es inadecuada; iv) no existen políticas que vinculen los aportes de recursos a los municipios diferentes a Medellín; y; v) era necesario disminuir a tal punto que, la relación de gastos con ingresos sea razonable.
Por lo anterior se puede asegurar, que las razones que motivaron la supresión de cargos en METROSEGURIDAD, se encuentran consignadas en forma clara y expresa en el estudio técnico, el cual tuvo como fin reducir su planta de personal adecuándola no sólo a las necesidades del servicio, sino también, al presupuesto, quiere decir entonces, que buscó fue aplicar políticas de austeridad y modernización.
En consecuencia, el Estudio Técnico allegado al proceso y que sirvió como fundamento para la supresión de cargos de la planta de personal de la Empresa Metropolitana para la Seguridad, METROSEGURIDAD, se ajustó a los requerimientos establecidos por la Ley 443 de 1998 y sus Decretos Reglamentarios; en este orden de ideas, la demandante no desvirtuó el contenido del documento contentivo de dicho estudio, razón por la cual el cargo de expedición irregular no prospera.

Cabe anotar para finalizar, que la demandante consideró en aras a demostrar la citada causal, que las facultades pro-tempore que le fueron otorgadas al Alcalde de Medellín en los Acuerdos Nos. 03 y 42 de 2001, estuvieron encaminadas par para “suprimir o fusionar entidades descentralizadas del orden municipal” y “determinar la estructura de la administración central y descentralizada”, pero no, para transformar establecimientos públicos en Empresas Industriales y Comerciales del Estado del orden municipal; sin embargo, no se encuentra dentro del plenario y como era su deber dichos marcos normativos, tal y como lo establece el artículo 141 del Código Contencioso Administrativo
, en aras a realizar el análisis respectivo. 

b. Falsa motivación.

Para sustentar este cargo, manifestó la parte actora, que los motivos para desvincular y suprimir los cargos de la demandante no corresponden a la realidad, tan es así, que lo que ocurrió en el presente caso fue un cambio de denominación en el cargo de Profesional Universitario Analista de Control Interno.
No obstante, antes estudiar tal aseveración, es necesario señalar, que cuando se refiere a los motivos, la administración no puede actuar caprichosamente, sino que debe hacerlo tomando en consideración las circunstancias de hecho o de derecho que en cada caso lo lleven a tomar una decisión, ya que son estas circunstancias, las que constituyen su causa o mejor, el motivo de dicho Acto Administrativo. Si se alega la causal de falsa motivación, el demandante debe demostrar en el proceso que los motivos aducidos en el acto impugnado no existieron o que sencillamente son inexactos. 

Bajo estos supuestos, se encuentra, que la supresión de un cargo se puede producir por fusión o liquidación de la entidad pública respectiva, por reestructuración de la misma, por modificación de la planta de personal, por reclasificación de los empleos, por políticas de modernización del Estado con el fin de hacer más eficaz la prestación del servicio público, controlar el gasto público, abolir la burocracia administrativa, etc. Objetivos que deben dirigirse exclusivamente a lograr la optimización en términos de calidad, idoneidad y eficiencia del servicio público, basarse en criterios de razonabilidad, proporcionalidad y prevalencia del interés general, sin dejar de lado la protección de los derechos de los trabajadores.

Es decir, la supresión de empleos no ocurre de cualquier modo, pues para ello se establecieron algunos requisitos de orden sustancial como la elaboración del estudio técnico y el otorgamiento del derecho de opción, pues con éste se resarce de alguna forma el perjuicio que está  soportando el empleado inscrito en carrera administrativa en pro del interés general. 

En el presente caso, no se evidencia que se estructure esta causal, puesto que la decisión de retirar del servicio a la actora no estuvo fundamentada en una situación fáctica ó jurídica que estuviese ajena a la realidad de ese momento, todo lo contrario, no sólo se basó en la normatividad vigente en ese entonces,  esto es, la Ley 443 de 1998 y sus Decretos Reglamentarios 1572 y 2504, sino también, a la  falta de recursos económicos y a la ausencia de un modelos de gestión que garantizaran la autosostenibilidad de la empresa a largo plazo, entre otros.

Ahora bien, tampoco es de recibo el argumento expuesto por la actora, al sostener que el cargo que venía desempeñando sufrió tan sólo un cambio de denominación en la clasificación, pues  para ello se requiere que las funciones establecidas anteriormente, en este caso, para el cargo de Profesional Universitario Analista de Control Interno, sean desempeñadas por algunas de las plazas que se mantuvieron después del proceso de restructuración; por tal motivo, no es suficiente expresar que existió un cambio de denominación en el cargo, sino también, indicar qué cargo dentro de la nueva planta de personal retomó sus funciones.
Sin embargo, a pesar de que la señora Restrepo Estrada no especificó en qué cargo dentro de la nueva planta de personal quedó ejerciendo sus labores, lo cierto es que, después de realizar un examen acucioso a la Resolución No. 002 de 22 de abril de 2002
, se comprobó que las funciones que venía adelantando al interior  de la entidad, desaparecieron.
En ese sentido, no se puede considerar que no hubo una supresión efectiva del cargo, y menos, por el simple hecho de no mencionarse el cargo de Profesional Universitario Analista de Control Interno dentro de las Resoluciones Nos. 001 y 002 de 22 de abril de 2002, máxime cuado quedó comprobado que las tareas que estaba adelantando la actora se extinguieron; y adicionalmente, porque el Gerente General tenía la autorización por parte de la Junta Directiva del ente demandado, de proferir los actos administrativos que condujeran a la implantación de la nueva planta de personal. 
Así las cosas, no se puede invocar la existencia de falsa motivación cuando la parte demandante, no aportó las pruebas necesarias que lleven al juzgador, a un pleno convencimiento de la ocurrencia de estas causales de anulación descritas por el artículo 84 del C.C.A. Es decir, no es suficiente mencionar el cargo, sino también, presentar las evidencias necesarias que tiendan a fundarlo.

c. Indebida aplicación de la Ley 617 de 2000.
Al respecto, se encuentra en la exposición de motivos del proyecto de la Ley 617 de 2000, que lo que se busca es garantizar la viabilidad macroeconómica de la Nación y sortear la grave crisis fiscal por la cual atravesaban las entidades territoriales, causada en buena medida por el crecimiento incontrolado e irresponsable de sus gastos de funcionamiento, problemática que, por sus efectos, desborda la esfera propia de los intereses exclusivos de las entidades territoriales. Tan es así que agregó
:
“La estabilidad financiera de cualquier entidad pública depende de que con sus ingresos corrientes, es decir aquellos ingresos que se perciben en forma constante y permanente en el tiempo y que por lo tanto son la única fuente de recursos cierta, se paguen los gastos de funcionamiento, que son aquellos que se generan de forma permanente tales como salarios y prestaciones sociales.”

(…)

Pagar gastos de funcionamiento con recursos no recurrentes, como el producto de un crédito, la venta de un activo, de una regalía o de una donación, implica generar un gasto futuro que no cuenta con recursos para su pago. En el pasado reciente esto ocurrió para financiar los gastos permanentes de los departamentos, distritos y municipios. Estas entidades recurrieron al crédito para cubrir estos gastos y poco a poco tapar un hueco con otro, condujo a la cesación de pagos de uno o más de los siguientes rubros: servicio de la deuda pública, pago del pasivo pensional o pago de los gastos ordinarios de la administración.

(…)

Es entonces evidente que el proceso de descentralización en Colombia requiere ajustes importantes para profundizar en él y para lograr su sostenibilidad en el mediano y largo plazo. En el plano financiero es vital sanear las finanzas territoriales. Sin unas finanzas sólidas, soportadas en la autofinanciación de los gastos de funcionamiento, la autonomía de las entidades territoriales quedará reducida a un mero formalismo y la sostenibilidad del proceso de descentralización no será garantizada.

(…)

En general., el marco legal existente tiende a separar las decisiones de gasto de las decisiones de ingresos, propiciando que los gastos de funcionamiento crezcan muy por encima de los ingresos corrientes de libre destinación, al punto de generar situaciones deficitarias como las mencionadas anteriormente, que limitan notablemente la capacidad de los gobiernos locales para cubrir los gastos inaplazables, tales como las mesadas de sus pensionados y los intereses de la deuda.

La situación antes descrita representa un grave riesgo para la estabilidad de las finanzas públicas nacionales, al crear presiones deficitarias a través de un mayor gasto público, que es necesario controlar para evitar una hecatombe mayor de las finanzas territoriales.
En ese orden de ideas, lo que pretende la citada disposición, contrario a lo que afirma la actora, era mejorar la eficiencia del gasto público para así evitar que la descentralización se convierta en una fuente de desestabilización fiscal y macroeconómica. Por lo tanto, es lógico que dentro de ese “saneamiento” se produzcan, como ocurrió en el presente caso, supresiones de cargos, de manera  que la entidad sea viable tanto jurídica, administrativa como económicamente,  prevaleciendo así el interés general sobre el particular.

Sobre esta indebida aplicación, esta Subsección
 ya se ha pronunciado en el siguiente sentido:

“En punto a este cargo es claro para la Sala que si bien el proceso de reestructuración de la entidad estuvo basado en razones de índole presupuestal, ésta no fue su única causa puesto que igualmente se evidencia de los diferentes documentos que integraron el proceso de supresión, que se presentaban también inconvenientes en el cumplimiento de su objeto y una excesiva burocracia en su estructura que tampoco se ajustaba a las exigencias de la administración pública moderna.

De esta manera queda demostrado que la supresión de dependencias y cargos en el Instituto Metropolitano de Valorización de Medellín, obedeció a necesidades del servicio y a razones de índole presupuestal y que adicionalmente se contó con el estudio de cargas y costos que condujeron a la necesidad de adecuar la estructura a las nuevos diseños organizacionales por lo que se decidió suprimir cargos para lo cual también se contó con la disponibilidad presupuestal necesaria para asumir el pago de las indemnizaciones y prestaciones que legalmente debían reconocerse a los servidores”.  

Como puede observarse, la supresión de los empleos, entre ellos, el ocupado por la demandante, se realizó con el fin de aliviar la situación financiera de la Empresa Metropolitana para la Seguridad, METROSEGURIDAD y para encausarse en la investigación de tecnología de apoyo a los organismos de seguridad, entre otros.

Así las cosas y como quiera que la demandante no demostró en forma contundente qué fines contrarios a la moral administrativa fueron la causa o el motivo oculto de la supresión de su cargo, y, no existe algún soporte fáctico, que le indique a la Sala que la administración promovió un proceso de reestructuración para disponer de manera ilegal de su cargo; por consiguiente, la Sala revocará la sentencia por la cual se declaró inhibido para efectuar un pronunciamiento de fondo, y en su lugar, se denegarán las pretensiones de la demanda.
DECISIÓN

En mérito de lo expuesto el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Subsección B, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,
FALLA

REVÓCASE la sentencia de 25 de octubre de 2011, por la cual el Tribunal Contencioso Administrativo de Antioquia, se declaró inhibido para realizar un pronunciamiento de fondo respecto de la demanda formulada por Beatriz Elena Restrepo Estrada contra el Municipio de Medellín – Fondo Metropolitano de Seguridad. METROSEGURIDAD.

En su lugar,

DENIÉGANSE las pretensiones de la demanda, de conformidad con lo expuesto en la parte motiva de esta providencia.

Cópiese, notifíquese y devuélvase el expediente al Tribunal de origen. Cúmplase.

La anterior providencia fue discutida y aprobada por la Sala en la presente sesión.

BERTHA LUCÍA RAMÍREZ DE PÁEZ            GERARDO ARENAS MONSALVE

VÍCTOR HERNANDO ALVARADO ARDILA

SÁBANA - ACCIÓN DE NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO

Sala de 6 de septiembre de 2012
(1) Radicado Interno: 0954-2012
(2) Sujetos Procesales:

Actor: Beatriz Elena Restrepo Estrada
Demandado: Municipio de Medellín – Fondo Metropolitano de Seguridad. METROSEGURIDAD.
 (3) Tema: Supresión de cargo

Antecedentes: 

· La demandante se vinculó al Fondo Metropolitano desde el 1996 como supernumeraria, luego, como consecuencia del concurso de méritos, asumió el cargo de Analista de Control Interno el cual pasó a denominarse Profesional Universitario Analista de Control Interno, lo anterior,  como consecuencia de las exigencias del Decreto Ley 1569 de 1998.

· Mediante Resoluciones Nos. 001 y 002 de 22 de abril de 2002 la Junta Directiva del ente demandado modificó su planta de personal y sus manuales de funciones adaptándolos al Decreto Municipal No. 178 de 20 de febrero de 2002, “por medio de la cual se transformó el establecimiento público a Empresa Industrial y Comercial del Estado”. En virtud de esta actuación, el Gerente General no solamente emitió el acto acusado
· En ninguna parte de las Resoluciones Nos. 01 y 02 ambas de la Junta Directiva de Metroseguridad, se estipuló algo respecto de dicho cargo, por lo cual debe entenderse que no existió supresión efectiva del empleo.

· El estudio técnico tampoco se ajustó a las exigencias del artículo 154 del Decreto 1572 de 1998.
 (4) Acto demandado:

· Resolución No. 220 de 29 de mayo de 2002, por medio del cual el Gerente General de la Empresa Metropolitana para la Seguridad, Metroseguridad, suprimió el cargo de Profesional Universitario Analista de Control Interno que venía desempeñando al señora Beatriz Elena Restrepo Estrada.

 (5) Pretensiones principales

· Reintegrarla al cargo que venía desempeñando para la fecha de la desvinculación ó a otro similar ó equivalente, declarando que no ha existido solución de continuidad.

· Pagarle los salarios y prestaciones sociales con sus respectivos aumentos dejados de percibir desde la fecha de su retiro hasta el día en que se haga efectivo el reintegro.

 (6) Decisión primera instancia Se declaró inhibido para realizar un pronunciamiento de fondo, por ineptitud sustantiva de la demanda.
6.1. Argumentos:

En cuanto a la excepción de ineptitud sustantiva de la demanda, inicialmente adelantó un recuento de todos los actos que fueron proferidos para adelantar la restructuración, entre ellos, la Resolución No. 001 de 2002 por la cual de la Junta Directiva de METROSEGURIDAD estableció la estructura administrativa de la entidad, sin que dentro de éste estuviese el de Analista de Control Interno, lo cual implica que el cargo fue suprimido en dicho acto.

No se puede creer que el acto que suprimió el cargo de Analista de Control Interno fue la Resolución No. 220 de 29 de mayo de 2002, pues lo cierto es que este acto fue proferido en aras a dar cumplimiento a lo dispuesto en la Resolución No. 01 de 2002.

(7) Recurso de Apelación: Recurrió la parte actora.

7.1. Argumentos

· La Resolución No. 001 de 2002, es un acto de carácter general, que si bien procesalmente puede ser objeto de acción de simple nulidad, lo cierto es que no se puede considerar como  susceptible de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho.
· El A – quo no estudió las causales de anulación que oportunamente invocó en contra de la Resolución No. 220 de 29 de 2002.
· El acto cuestionado es el que realmente definió su situación dentro del ente demandado.
8) Proyecto del Consejo de Estado: Revocar la sentencia por la cual se declaró inhibido para realizar un pronunciamiento de fondo, y en su lugar, se deniegan las pretensiones.
8.1. Argumentos:

· Resulta evidente que la Resolución No. 220 de 29 de mayo de 2002, es un acto administrativo definitivo, por cuanto además de suprimir el cargo de Profesional Universitario Analista de Control Interno, indicó de manera clara, a quien se le extinguiría la relación laboral, en este caso, a la señora Beatriz Elena Restrepo Estrada. 

· Nótese como a través del citado acto, el Gerente General, en uso de las facultades otorgadas, precisamente, por la Resolución No. 001 de 2002, dio por terminado el nombramiento en propiedad del empleo que venía desempeñando la demandante, es decir, fue el que en realidad le produjo efectos jurídicos.

· Cuando hay supresión de cargos y se pretende el reintegro, lo recomendable es que se dirija la acción en contra del acto que realmente le afectó y le generó el daño, porque la jurisdicción de lo contencioso administrativa, está instituida para conocer de los actos jurídicos proferidos por la administración que producen efectos jurídicos, es decir, que crean, modifican o extinguen una situación jurídica particular.

· Para la modificación de cualquier planta de personal se debe contar con los estudios técnicos que la justifiquen, pero además de su confección, dichos estudios tienen que estar basados en metodologías de diseño organizacional y ocupacional que contemplen uno o varios de los aspectos consagrados  en el artículo 154 del Decreto No. 1572 de 1998. 

· Las razones que motivaron la supresión de cargos en METROSEGURIDAD, se encuentran consignadas en forma clara y expresa en el estudio técnico, el cual tuvo como fin reducir su planta de personal adecuándola no sólo a las necesidades del servicio, sino también, al presupuesto, quiere decir entonces, que buscó fue aplicar políticas de austeridad y modernización.

· En el presente caso, no se evidencia que se estructure la falsa motivación, puesto que la decisión de retirar del servicio a la actora no estuvo fundamentada en una situación fáctica ó jurídica que estuviese ajena a la realidad de ese momento, todo lo contrario, no sólo se basó en la normatividad vigente en ese entonces,  esto es, la Ley 443 de 1998 y sus Decretos Reglamentarios 1572 y 2504, sino también, a la  falta de recursos económicos y a la ausencia de un modelos de gestión que garantizaran la autosostenibilidad de la empresa a largo plazo, entre otros.

· Tampoco es de recibo el argumento expuesto por la actora, al sostener que el cargo que venía desempeñando sufrió tan sólo un cambio de denominación en la clasificación, pues  para ello se requiere que las funciones establecidas anteriormente, en este caso, para el cargo de Profesional Universitario Analista de Control Interno, sean desempeñadas por algunas de las plazas que se mantuvieron después del proceso de restructuración; por tal motivo, no es suficiente expresar que existió un cambio de denominación en el cargo, sino también, indicar qué cargo dentro de la nueva planta de personal retomó sus funciones.
· La supresión de los empleos, entre ellos, el ocupado por la demandante, se realizó con el fin de aliviar la situación financiera de la Empresa Metropolitana para la Seguridad, METROSEGURIDAD y para encausarse en la investigación de tecnología de apoyo a los organismos de seguridad, entre otros.

Elaboró: Miguel Ángel Cárdenas González 

Revisó: Dra. Patricia Osorio






� “ARTICULO 68. APOYO AL SANEAMIENTO FISCAL. Para la implementación de programas de saneamiento fiscal y fortalecimiento institucional, las entidades territoriales y sus descentralizadas podrán, en cualquier momento, contratar créditos en condiciones blandas con entidades financieras de redescuento como Findeter, quienes implementarán una línea de crédito para tal fin”.


� “Artículo 154. Modificado por el � HYPERLINK "http://www.lexbase.co/lexbase/normas/decretos/1998/D2504de1998.htm" \o "Haga clic para abrir TODO el Decreto 2504 de 1998" �Decreto 2504 de 1998�, artículo 9º.  - Los estudios que soportan las modificaciones de las plantas de personal deberán estar basados en metodologías de diseño organizacional y ocupacional que contemplen, dependiendo de la causa que origine la propuesta, alguno o varios de los siguientes aspectos: 


1. Análisis de los procesos técnico-misionales y de apoyo 


2. Evaluación de la prestación de los servicios 


3. Evaluación de las funciones asignadas, perfiles y las cargas de trabajo de los empleos".


� Consejo de Estado, sentencia de 20 de enero de 2011, Radicación No. 25000-23-25-000-2001-10992-01-(0850-09), C.P. Dr. Gustavo Gómez Aranguren.


� Un sector de la doctrina diferencia entre los actos administrativos  y los reglamentos, entendiendo que los primeros tienen contenido particular, y los últimos son de carácter general. En Esta oportunidad no es el propósito de la Sala adentrarse en las discusiones doctrinarias  sobre la clasificación de los actos administrativos. 


� “Por la cual se establece la Estructura Administrativa de la Empresa Metropolitana de Seguridad –METROSEGURIDAD-, se determinan las funciones de las dependencias y se adopta la planta de cargos”.


� “POR MEDIO DE LA CUAL SE SUPRIME UNA PLAZA DE LA PLANTA DE CARGOS DE LA EMPRESA METROPOLITANA PARA LA SEGURIDAD – METROSEGURIDAD”.


� Artículo 125 de la Constitución Política.


� Sentencia de 6 de julio de 2006, Consejera Ponente Dra. Ana Margarita Olaya Forero, Actor Omar Benito Páez Jaimes


� “Por la cual se expiden normas sobre carrera administrativa y se dictan otras disposiciones”, Diario oficial No. 43.320 de 11 de junio de 1998.


� “ARTICULO 141. NORMAS JURÍDICAS DE ALCANCE NO NACIONAL.  Si el demandante invoca como violadas normas que no tengan alcance nacional, deberá acompañar el texto legal que las contenga, debidamente autenticadas, o solicitar del ponente que obtenga la copia correspondiente”.


� “Por el cual se adopta el manual de funciones y requisitos para los cargos de las diferentes unidades administrativas de Metroseguridad” Ver folios 40 Adv. a 51.


� Gaceta del Congreso No. 257 de agosto 17 de 1999, p. 1


� Consejo de Estado, sentencia de 7 de junio de 2012, Radicación No. 050012331000200104130 01, C. P. Dr. Gerardo Arenas Monsalve.
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